Partido Frente Amplio 


Fracción Legislativa

Informe. Dos últimas semanas (MARZO 19-25 Y MARZO 26-ABRIL 1, 2012)      
· La lucha continúa por la defensa de la CCSS: Frente Amplio presentó demanda contra el Estado para que pague en efectivo sus deudas con la CCSS y la indemnice por incumplimiento de Ley de Protección al Trabajador por más de 236 mil millones de colones. La fracción legislativa del Frente Amplio presentó una nueva demanda contencioso-administrativa contra el Estado costarricense por el incumplimiento de sus obligaciones legales con los seguros sociales de salud y pensiones que administra la CCSS. Esta demanda es la primera de una serie de acciones que nuestra Fracción estará realizando para recuperar la millonaria deuda del Estado con la CCSS y defender nuestra seguridad social de la negligencia de políticos corruptos que han venido desmantelando a esta institución en los últimos años. Se centra fundamentalmente en dos grandes reclamos: Pago en efectivo de todas las deudas del Estado y cumplimiento del artículo 78 de la Ley de Protección al Trabajador.  
· En primer lugar estamos reclamando que los tribunales de justicia obliguen de una vez por todas al Estado a cumplir con la Ley 7374 que estableció que desde 1997 debían pagarse en efectivo y no con títulos de deuda, bonos u otro tipo de papeles las deudas del Estado con la seguridad social tanto por las cuotas obrero patronales y del Estado como tal, como por otras obligaciones, por ejemplo, la atención a personas pobres. Para ello, solicitamos que se declare la ilegalidad del pago con bonos y que se le ordene al Estado pagar todas sus obligaciones pendientes y las que surjan en el futuro con dinero en efectivo. Asimismo, demostramos que la CCSS ha sufrido un grave daño económico por el “pago” con papeles inservibles que realiza el Gobierno, tal y como ocurrió en el último caso donde tuvo que pedir un préstamo a los bancos del Estado para cubrir sus gastos, porque Hacienda le entregó bonos que no podían colocarse en el mercado. Sobre este caso exigimos además que el Estado indemnice a la CCSS por los 612 millones de colones que tendrá que pagar en intereses a los bancos. 

· El segundo punto de la demanda es que por fin se obligue al Estado a cumplir con el artículo 78 de la Ley de Protección del Trabajador que estableció una contribución obligatoria de hasta 15% de las utilidades de las empresas públicas. Esta contribución debía destinarse desde el año 2000 a fortalecer el régimen de pensiones de la CCSS y a universalizar la cobertura a favor de trabajadores independientes en condición de pobreza. Sin embargo, de forma indignante y vergonzosa, hasta la fecha, es decir, 12 años después, la CCSS no ha recibido ni un colón por concepto de este tributo. En nuestra demanda demostramos que la causa de este grave incumplimiento es la negligencia, la desidia y la inoperancia de los últimos cuatro gobiernos que no cumplieron con su obligación de reglamentar el artículo 78 para definir tarifa de la contribución que se debía pagar. Como no estaba definido el tributo, las empresas públicas no tuvieron que pagarlo y la CCSS no pudo cobrar. El Gobierno solo tenía que dictar un reglamento de un artículo con base en los estudios actuariales que elaboró la CCSS desde 2001. Pero NO lo hicieron en 12 años. 
· La demanda del Frente Amplio también demuestra con estadísticas en mano que este incumplimiento imperdonable del Gobierno le ha causado un daño multimillonario al seguro de pensiones (IVM) que asciende, como mínimo, a la astronómica cifra de 263 mil 823 millones de colones que CCSS dejó de recibir durante 12 años entre principal e intereses. Ante esta barbaridad, la demanda del Frente Amplio exige que se ordene al Poder Ejecutivo reglamentar de forma inmediata el artículo 78 de la Ley de Protección al Trabajador. Pero además, solicitamos que se condene al Estado por los daños y perjuicios causados a nuestra seguridad social y, como consecuencia, se le ordene indemnizar a la CCSS por los más de 263 mil millones de colones que no recibió por su negligencia. 

· Estamos solicitando que esta demanda se tramite como asunto prioritario dada su trascendencia social. Actualmente se encuentra en trámite de admisibilidad. Una vez que sea admitida se abrirá el plazo para la presentación de gestiones de apoyo (coadyuvancias) por parte de la ciudadanía. Invitamos a todas las compañeras y compañeros a sumarse a esta lucha.
· Recurso de amparo contra el Estado por no pagar intereses de millonaria deuda con la seguridad social y contra la CCSS por no cobrar. Sala IV se lava las manos. Nuestra fracción también presentó un recurso de amparo contra el Ministerio de Hacienda y las autoridades de la CCSS porque el Gobierno incumple su obligación de pagar más de 97 mil millones de colones que le adeuda al Seguro de Salud y Maternidad por los intereses acumulados durante trece años (1994-2007) durante los cuales no pagó su deuda por la atención médica de personas no aseguradas en condición de pobreza (“atención a indigentes”). Además denunciamos que la CCSS, en vez de cobrar esta millonaria deuda, firmó un Convenio con Hacienda durante el Gobierno de los hermanos Arias (2007) donde se omite por completo el cobro de estos intereses, causando un grave daño a nuestra seguridad social: con esta plata se podrían haber construido dos hospitales como el de Heredia u 8 CAIS como el que reclama el pueblo de Siquirres.
· Sin embargo, la Sala IV decidió –para variar- lavarse las manos y rechazó de plano el recurso. Este rechazo se produjo a pesar de que es evidente que el incumplimiento del Gobierno y la CCSS lesiona el derecho constitucional de nuestro pueblo a la salud y a la seguridad social. Además, se aportaron todas las pruebas que demuestran la actuación ilegal del Gobierno, incluyendo los dictámenes legales de los abogados de la CCSS que reiteran la obligación de pagar los intereses. La decisión de la Sala IV –sumada a otros casos como el del PANI- claramente reafirma una línea que ha venido sosteniendo dicho tribunal de renunciar a la defensa de las instituciones sociales establecidas en la Constitución y evitar enfrentamientos con el Gobierno. Ante esta situación, nuestra fracción seguirá luchando para recuperar la deuda del Estado con la seguridad social. En los próximos días acudiremos a otras instancias judiciales.
· Frente Amplio interpela a Doryan por desmantelamiento de la CCSS durante el Gobierno de los hermanos Arias. En la comisión especial que investiga la crisis de la CCSS compareció Eduardo Doryan, expresidente ejecutivo durante la Administración Arias. En un ejercicio inigualable de cinismo, el exjerarca pintó un mundo de fantasía alrededor de su gestión, negando cualquier responsabilidad en la severa crisis que enfrenta la institución. Nuestra fracción lo interpeló fuertemente por la condonación de más de 97 mil millones en intereses de la deuda del Estado con el seguro de salud y otra amplia gama de decisiones y omisiones que ayudaron a debilitar a la CCSS. Doryan nunca pudo justificar su negligencia al no cobrar esta millonaria deuda e intentó trasladarle la responsabilidad a sus subalternos. Al final quedó demostrada con total claridad su actuación irresponsable en este caso, pues no había justificación legal para no cobrar estos recursos que pertenecen a los seguros sociales. En este caso y en otros similares el Frente Amplio impulsará en su informe final para el Plenario fuertes sanciones para los verdaderos causantes de la crisis de la CCSS.    
· Frente Amplio propone hacer públicos los nombres de los grandes evasores de impuestos y el monto que deben. En el marco de la discusión del proyecto de ley de “Fortalecimiento de la Gestión Tributaria” (18.041), nuestra fracción presentó una moción para reformar el Código Tributario y establecer que será información pública, de libre acceso para la ciudadanía y la prensa, los nombres de personas o empresas que deben impuestos y el monto de su deuda, así como los nombres de otras personas que incumplen obligaciones tributarias básicas como no presentar su declaración de ingresos o no reportar ante Tributación sus actividades lucrativas. Al mismo tiempo la propuesta del Frente Amplio plantea que el Ministerio de Hacienda esté facultado para publicar periódicamente las listas de los grandes evasores de impuestos tal y como ocurre actualmente en el caso de los morosos con la CCSS. 

· Dicha propuesta resulta indispensable para acabar con este vergonzoso privilegio que desde hace muchos años ostentan los más ricos, quienes precisamente son los grandes evasores del impuesto sobre la renta y todos aquellos que gravan directamente la riqueza. Como el Código Tributario fue redactado por y para los ricos, para las empresas que financian las campañas políticas de los partidos tradicionales, pusieron en la ley que Hacienda no puede divulgar esta información y la ciudadanía tampoco tiene derecho a conocerla, a pesar de que se trata de un asunto de evidente interés público. Pero si queremos empezar a hablar de justicia y solidaridad tributaria la erradicación de este privilegio es uno de los primeros pasos que deberían darse. No existe motivo alguno que justifique mantener el secreto de esta información, menos cuando el Gobierno insiste en imponer una reforma fiscal injusta que golpea a los más pobres. La propuesta del Frente Amplio es totalmente viable jurídicamente y ha recibido el apoyo de todas las fracciones de oposición. Además ha generado gran interés en la prensa en un contexto de creciente indignación nacional por la evasión de impuestos de altos jerarcas del Gobierno. 

· Denuncia del Frente Amplio frena intento del PLN de recetarse inmunidad perpetua para políticos cuestionados por corrupción. Nuestra fracción denunció la pretensión del Gobierno y la fracción del PLN de aprobar como proyecto prioritario en sesiones extraordinarias una reforma constitucional que busca extender la inmunidad a miembros de los supremos poderes después de que han dejado su cargo, de forma indefinida (18.266). De haberse aprobado esta reforma, expresidentes, exdiputados y exministros denunciados por corrupción no podrían ser perseguidos penalmente, aunque ya hayan dejado su cargo. El Poder Judicial siempre tendría que pedirle a la Asamblea que les levante la inmunidad, lo cual es muy difícil pues se necesitan 38 votos. Es decir, el PLN tendría poder de veto. El Frente Amplio cuestionó este proyecto como un descarado intento del partido oficialista para garantizar la impunidad perpetua de políticos cuestionados como el exministro Dobles o el expresidente Arias, precisamente en momentos en que la ciudadanía clama por más transparencia y por mayor compromiso en la lucha contra la corrupción.
· Este vergonzoso proyecto fue convocado por la Administración Chinchilla como su prioridad en materia de reformas a la Constitución y se encontraba listo para votarse en el trámite de admisibilidad de reformas constitucionales. La alerta del Frente Amplio fue rápidamente acogida por diversos medios de prensa. En redes sociales se generó una ola de indignación similar a la provocada por el “aumentazo salarial” que rápidamente forzó al Gobierno a desconvocar el proyecto. Así, por el momento, se logró frenar este intento por otorgar nuevos privilegios a los políticos corruptos. Sin embargo, nuestra fracción seguirá luchando para que la reforma se archive definitivamente. No deja de llamarnos la atención el nivel de descaro y cinismo de la clase político-empresarial que gobierna. Ya ni siquiera disimulan. Ante esta situación el Frente Amplio más bien impulsará a partir de mayo una nueva reforma constitucional para que del todo no exista inmunidad en el caso de delitos de corrupción.
· Aprobado proyecto de ley para hacer justicia salarial a las y los trabajadores de la policía penitenciaria. Frente Amplio advierte sobre intentos de burlar sus legítimos derechos. El Plenario Legislativo aprobó en primer y segundo debate el proyecto de ley presentado por nuestra fracción en conjunto con las demás fracciones de la Alianza para que el Estado reconozca y se comprometa a pagar una deuda salarial adquirida por el Gobierno con las y los trabajadores de la policía penitenciaria, uno de los sectores laborales de la Administración Pública que enfrenta peores condiciones de trabajo, que a diario ponen en peligro su vida y su salud. A pesar de esto y de que el Ministerio de Justicia se había comprometido a reconocer la deuda en una negociación con la ANEP, el Ministerio de Hacienda y la Autoridad Presupuestaria siguieron poniendo excusas para burlar los legítimos derechos de estos trabajadores y trabajadoras. 

· El proyecto fue votado por unanimidad en el Plenario, pero durante el trámite legislativo surgieron voces que insinuaron que la estrategia del Gobierno era permitir que se votara la ley para quitarse de encima la presión de las y los trabajadores, pero impedir que se cumpliera alegando su inconstitucionalidad. A este juego desleal se sumó el hasta entonces Ministro de Hacienda, Fernando Herrero, quién a pesar de que había participado en las negociaciones envió una nota manifestándose en contra del proyecto. Nuestra fracción advirtió a las y los trabajadores sobre estas maniobras y denunció la hipocresía de Herrero: si solo hubiera pagado los impuestos de evadió durante 12 años, saldría buena parte de la plata para pagar a las personas trabajadoras de la policía penitenciaria…  También refutamos los argumentos en contra de la ley, y explicamos como debía interpretarse para descartar las objeciones de supuesta inconstitucionalidad. Reiteramos a las y los trabajadores que no deben bajar la guardia hasta que no se haga efectivo el pago de la deuda, para evitar que los vuelvan a engañar.
· Siguen las violaciones a la libertad sindical y los demás derechos humanos de  las y los trabajadores en fincas piñeras. Nueva denuncia del Frente Amplio. Nuestra fracción se sumó a varias denuncias presentadas por los sindicatos de plantaciones agrícolas SITRAP, SITAGAH y SITRACHIRI, afiliados a la Coordinadora de Sindicatos Bananeros (COSIBACR) sobre nuevas violaciones a la libertad sindical ocurridas en fincas piñeras y bananeras, ante la desidia e inoperancia del Ministerio de Trabajo. Despidos discriminatorios, listas negras, persecución contra dirigentes, chantaje para que trabajadores se desafilien, irrespeto a los derechos laborales más elementales, entre muchos otros, forman parte de una larga lista de abusos que no constituyen hechos aislados, sino una práctica sistemática de irrespeto a la libertad sindical, con la complicidad del Estado costarricense. Una vez más, nuestra fracción requirió la intervención inmediata de los inspectores del Ministerio de Trabajo y la imposición de sanciones a las empresas responsables.
· En defensa de los puertos de Limón: Frente Amplio denuncia refrendo arbitrario de la Contraloría a la concesión del muelle de Moín. Total respaldo a las acciones de SINTRAJAP.  En conjunto con las demás fracciones de la Alianza, el Frente Amplio cuestionó la ilegalidad del refrendo amañado otorgado por la Contraloría a la concesión de la terminal portuaria de Moín a la trasnacional holandesa APM Terminals. Denunciamos que, entre otras irregularidades, la Contraloría avaló que el Gobierno otorgara en concesión el mar patrimonial del país, permitiendo el relleno de más de 60 hectáreas, sin que exista legislación que lo autorice. En este sentido, nuestra fracción se sumará a la nueva demanda contencioso-administrativa que está presentando SINTRAJAP contra esta concesión ilegal que regala el patrimonio nacional y crea un monopolio privado en nuestro principal puerto, aumentando el desempleo y la pobreza en la provincia de Limón.

· Aprobada en segundo debate Ley del INDER. Razones de nuestro voto negativo. El Plenario volvió a discutir y votar en forma definitiva el proyecto para transformar el IDA en el Instituto de Desarrollo Rural (17.218), después de que logramos que se eliminaran los artículos que pretendían legalizar actos corruptos con tierras del Estado y abrir el “portillo” legal para privatizar nuestro patrimonio natural. A pesar de este y otros avances, nuestra fracción votó en contra el proyecto. Compartimos la necesidad de adoptar un enfoque más amplio de desarrollo rural, donde el IDA pueda construir obras en los asentamientos e impulsar proyectos productivos que no se concentren únicamente la producción agropecuaria. 

· No obstante, rechazamos la reforma porque introduce términos ambiguos que podrían convertir al IDA en una promotora empresarial de los agro-negocios, desnaturalizando y debilitando su función social al servicio de las familias campesinas sin tierra. Además, se abren nuevas posibilidades para otorgar tierras a personas que no las necesitan realmente. Por último, el proyecto mantiene y agrava los vicios que han impedido que el IDA funcione adecuadamente, al mantener la presidencia ejecutiva y una junta directiva todavía más politizada, altamente vulnerable a la corrupción y el clientelismo politiquero.   
· Frente Amplio denuncia contaminación ambiental en Hatillo y respalda lucha comunal por el rescate de áreas verdes. Nuestra fracción presentó una denuncia ante el Tribunal Ambiental por la contaminación que realiza el ICODER a vista y paciencia de la municipalidad de San José en terrenos públicos que deberían estar destinados a parques y áreas para la protección ambiental y la recreación de la comunidad de Hatillo. En su lugar, estos terrenos están contaminados con basura y escombros provenientes de la demolición del antiguo Estadio Nacional. Esta denuncia fue presentada en coordinación con fuerzas vivas de la comunidad y como parte del respaldo que viene dando nuestra fracción a su lucha por recuperar las áreas verdes y los espacios públicos de este populoso distrito josefino.  
· SETENA vuelve a rechazar intento de revivir mina Bellavista. Empieza a cumplirse ley impulsada por el Frente Amplio para prohibir uso del cianuro en minería. La Secretaría Técnica Nacional Ambiental rechazó el recurso de apelación presentado por una trasnacional minera canadiense contra la resolución que declaró la inviabilidad de su intento por reactivar la mina de oro a cielo abierto Bellavista en Miramar de Puntarenas. Con dicha decisión se cierra otra puerta a este dañino proyecto minero que ya ha causado graves daños ambientales y que, lejos de ser revivido, debería someterse a cierre técnico y definitivo. Esta resolución también es importante porque, para furia de los mineros, la SETENA finalmente aplicó –como parte de los motivos de rechazo- la Ley impulsada recientemente por nuestra fracción para prohibir la minería metálica a cielo abierto y el uso de sustancias tóxicas como el cianuro y el mercurio en minería. El proyecto pretendía construir una nueva planta de procesamiento de oro con cianuro, a pesar de que dicha actividad está totalmente  prohibida, como lo denunciamos hace pocas semanas en la Comisión de Ambiente de la Asamblea. Ya era hora que empezaran a cumplir la ley. 
· Exitosa lucha por el nuevo centro de salud para Siquirres. A través del compañero Gerardo Vargas, la fracción del Frente Amplio ha venido respaldando y acompañando la tenaz lucha del pueblo siquirreño para que las autoridades cumplan su compromiso de construcción de un nuevo Centro de Atención Integral en Salud (CAIS) para este cantón limonense. Ante el incumplimiento de la jerarquía política de la institución, el pueblo tuvo que realizar un bloqueo en la Ruta 32. Además se convocó a la presidenta ejecutiva de la CCSS a una reunión abierta con la comunidad, a fin de consolidar los compromisos que hasta entonces habían sido burlados. La actividad tuvo una asistencia masiva y se alcanzaron acuerdos concretos para empezar la construcción del proyecto en un corto plazo. Esto fue posible gracias a la organización y la movilización de la comunidad, que desplazó a los dirigentes politiqueros del PLN, expertos en cooptar este tipo de luchas. En todo el proceso el Frente Amplio estuvo presente en primera fila, a la par del pueblo. 

· Comunidades reclaman que el ICE cumpla compromisos sobre el proyecto hidroeléctrico Reventazón. El Frente Amplio también participó activamente en respaldo a la lucha de varias comunidades ubicadas en el área de influencia del proyecto hidroeléctrico Reventazón (Siquirres) que exigen el cumplimiento de los compromisos ambientales y sociales adquiridos por el ICE de previo al inicio de la obra. Estas comunidades se movilizaron masivamente a la entrada del proyecto. Ahí estuvo también nuestro compañero Gerardo Vargas. El Frente Amplio es acérrimo defensor del ICE. Pero creemos que esa defensa solo será viable si, al mismo tiempo, luchamos por mejorar su gestión ambiental y garantizar el respeto irrestricto a los derechos de las comunidades afectadas por sus proyectos.
· Frente Amplio exige frenar amenazas y hostigamiento a familias campesinas en Venecia de San Carlos. Nuestra fracción exigió al Ministerio de Seguridad frenar amenazas de desalojo y hostigamiento ilegal ejercido por oficiales de la fuerza pública contra familias campesinas que ocupan la finca “Arce y Farah, ARFA S.A.” en Venecia de San Carlos. Sobre esta finca existe un acuerdo de expropiación adoptado por la Junta Directiva del IDA, a fin resolver el problema social de tenencia de la tierra de las familias campesinas afectadas. Así las cosas, no existe motivo para que la policía amenace y presione a estas familias. Por el contrario, el Ministerio de Seguridad debería permitir que el IDA intervenga con el objetivo de resolver el conflicto de tierras en vez de agravarlo para favorecer intereses egoístas de terratenientes y políticos de la zona.               
· Giras y visitas a comunidades. El viernes 23 de marzo estuvimos en la sede de la Universidad de Costa Rica de Puntarenas en un foro organizado por la representación estudiantil ante el Consejo Universitario, con el objetivo de informar sobre el decreto del Gobierno que pretende arrebatar a las universidades públicas parte de los recursos que reciben como producto del pago de las licencias para la pesca de atún por parte de embarcaciones extranjeros, según los dispuesto en el artículo 51 de la Ley de Pesca. La actividad contó con la participación activa de compañeras y compañeros de la JFA y el comité local del Frente Amplio en Puntarenas, además de integrantes de la comunidad universitaria y representantes de organizaciones de pescadores. Hubo coincidencia con la necesidad de combatir este decreto, tal y como lo había denunciado nuestra fracción. Además aprovechamos para discutir la problemática del sector pesquero en general y las urgentes acciones que debemos emprender para frenar el robo de la riqueza atunera de Costa Rica.  
· Receso de semana santa. Del 2 al 8 de abril la Asamblea Legislativa decretó receso por la semana santa. Durante ese periodo se suspendieron todas las sesiones de órganos legislativos. Por tal motivo, las oficinas del despacho permanecieron cerradas.                   

Saludos cordiales,

José María Villalta       
